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DEMOCRATIZAR LA  UNIVERSIDAD:
LOS DESAFÍOS PENDIENTES

Eduardo Rinesi

Muchas gracias por la invitación. Estoy muy contento de estar

en Córdoba, donde siempre la paso muy bien. Aunque, por supuesto,

volveré el jueves que viene para asistir a la asunción del Rector Tamarit,

es una gran alegría poder compartir con la querida amiga Carolina

Scotto, al final de su mandato, esta actividad.

Buena parte de las cosas que yo quería decir fueron anticipadas

de distintos modos por el colega brasileño y por la propia Carolina Scotto.

Yo, en realidad, había pensado en comenzar con una reflexión sobre la

palabra que da título a esta jornada de dos días: sobre la democratización

de la educación superior. Esa palabrita, «democratización», aparece

con mucha frecuencia, últimamente, en nuestras discusiones: en nuestras

discusiones académicas, en nuestras discusiones políticas, en nuestros

debates públicos. Esto es sin duda una muy buena noticia, pero lo que

yo quería hacer aquí era pensar qué quiere decir esa palabrita,

«democratización», que usamos hoy tan frecuentemente, y sobre todo

qué quiere decir esa palabrita cuando la comparamos con la que

usábamos algún tiempo atrás, en los años a los que se refería hace un

momento Carolina Scotto: aquellos años 80 en los que salíamos de la

noche de la dictadura y en los que nuestra militancia universitaria, muy

distinta a la que sostenemos hoy, era una militancia a favor de la libertad,

de la autonomía de nuestras instituciones frente a los poderes de un

Estado que se nos aparecía como inexorablemente autoritario,

prepotente, invasivo. Y que se nos aparecía de ese modo porque había

sido, en efecto, durante toda la dictadura y también en muchos
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momentos anteriores a ella, autoritario, prepotente e invasivo. Contra

esas formas del autoritarismo estatal nos peleábamos en aquellos años,

y a esa pelea que entonces sosteníamos no la llamábamos una pelea

por la «democratización», sino una pelea por la democracia.

En efecto, la voz de orden de la discusión política, teórico-

política, filosófico-política en los ochentas argentinos era la palabra

«democracia». A la que solíamos añadirle otra palabrita, que poníamos

antes, que era «transición». Eran los años –todavía los recordamos así,

los nombramos de ese modo– de la «transición a la democracia». Es

decir que la democracia se nos aparecía, se nos representaba, como

una especie de puerto de arribo, como una especie de punto de llegada

de un proceso, proceso al que le dábamos ese nombre –tomado de las

viejas historiografías marxistas y de las menos viejas sociologías de la

modernización y el desarrollo– de «transición». Estábamos transitando

hacia la democracia, y cuando nos figurábamos esa democracia, que

era el nombre que le dábamos a aquello que nos esperaba al final de

ese camino, nos la figurábamos, por contraste con esa situación de

«autoritarismo» que ubicábamos en cambio en el punto de partida de

ese proceso (que en aquellos años tendía a pensarse como un proceso

de transformación de nuestra «cultura política»: de «reforma moral e

intelectual», digamos), como una especie de tierra de la libertad, o de

las libertades. Contra el autoritarismo del Estado de la dictadura, que

nos volvió a todos (y con toda justicia, con toda razón) bastante liberales,

la libertad aparecía como el bien más importante que teníamos para

conquistar, y la conquista de ese bien fundamental que era la libertad

se nos representaba como una y la misma cosa con la conquista de la

democracia.

Por cierto, esa preocupación no tardó en trasladarse del campo

de nuestras discusiones públicas al de nuestras preocupaciones

académicas: politicológicas, filosóficas y, de hecho, lo que voy a llamar

«el problema de la libertad» fue uno de los problemas a los que pusimos

la máxima atención en nuestras investigaciones, nuestras clases y

nuestras discusiones teóricas de esos años. Fue así que volvimos a leer
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a los grandes clásicos sobre esa cuestión: a Benjamín Constant y a

Isaiah Berlin y a tantos otros, y fue así, también, que reactualizamos y

sostuvimos con el mayor interés algunas discusiones muy fundamentales

que la filosofía política había protagonizado antaño sobre este problema

de la libertad. Como la de la distinción y el contrapunto entre una forma

de entender la libertad como libertad «negativa», como libertad «de»

(como libertad «de los modernos», como decía Constant), que es el

modo típico de entender la libertad de los autores liberales, y otra forma

de entender la libertad como libertad «positiva», como libertad «para

(como libertad «de los antiguos», como decía, no sin la intención de

sacársela de encima, el mismo Constant), que es el modo de entender

la libertad en el seno de las tradiciones, por así decir, más

participativistas. Estas y otras muchas discusiones sobre la cuestión de

la libertad tuvimos en aquellos años, y que las hayamos tenido es, por

las razones que ya indiqué, perfectamente comprensible.

Por eso, es en cierto modo una gran noticia que hoy nuestros

debates sobre el proceso de «democratización» de nuestras democracias

no sean en general ni primariamente debates sobre la cuestión de la

libertad, porque eso parece expresar la sensación ampliamente

compartible de que esas libertades ya no nos faltan como nos faltaban

cuando hacíamos de ellas el centro de todas nuestras preocupaciones

políticas y conceptuales. Hoy esas libertades, en efecto, rigen

plenamente entre nosotros, y ya no tenemos que arrancarlas de las

garras de un Estado autoritario como el que treinta y cinco años atrás

nos las había arrebatado todas. Ahora tendemos a pensar más bien,

decía hace un momento, en términos de un proceso de democratización,

y lo que querría agregar ahora es que ese proceso de democratización

nos lo representamos como un proceso de ampliación, expansión,

universalización de derechos. Los derechos, entonces, vienen a ocupar

en nuestras preocupaciones el lugar central que en los años de la

transición habían ocupado las libertades, y esa es posiblemente la primera

consecuencia importante del desplazamiento que estamos presentando
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desde la idea de la democracia como utopía hacia la idea de la

democratización como un proceso.

La segunda consecuencia de este desplazamiento se refiere al

problema del Estado, al que ya no tendemos a pensar a priori y casi

por principio como estando del lado de las cosas malas de la vida. No

pensamos necesariamente al Estado como una amenaza a las libertades

que tenemos que conquistar, sino que empezamos a pensarlo como un

garante de esos derechos que se van expandiendo y universalizando.

Por supuesto, y querría ser enfático en este punto, no se trata de

desplazarnos acríticamente del anti-estatalismo ingenuo de los años de

la «transición» a un estatalismo simétricamente candoroso, como si

una cantidad de autores que se cuentan entre los más relevantes de la

filosofía política de los siglos XIX y XX no nos hubieran enseñado ya

todo lo que tenemos que saber sobre todas las otras funciones que el

Estado cumple (y sigue cumpliendo hoy, al mismo tiempo que cumple

también la de garantizar ciertos derechos de sus ciudadanos) en materia

de disciplinamiento de los grupos sociales, de reproducción y legitimación

de las relaciones y los poderes más odiosos y aun de violación

sistemática y serial de los derechos humanos. Eso, en efecto, es algo

que no debemos olvidar, porque no ha dejado de ocurrir ni va a dejar de

hacerlo. Lo cual no impide que hayamos aprendido que, contra lo que

pudimos haber pensado alguna vez, no es «del otro lado» –por así decir–

del Estado donde anidan la libertad y la autonomía, porque del otro lado

del Estado lo que suele reinar es la desprotección más absoluta y la

intemperie más hostil.

Pues bien: contra esa desprotección y esa intemperie es que

hemos empezado a recuperar una idea sobre la libertad y sobre los

derechos que, sin ingenuidades ni simplificaciones, no se apura a hacer

del Estado su enemigo de principio, sino que incluso hace de él su

misma condición de posibilidad. Lo cual, por cierto, sitúa a este

pensamiento en la herencia de la gran tradición republicana que se

tiende entre Aristóteles y Hegel y llega bastante más acá, y que es

demasiado preciosa como para que permitamos que se reivindiquen
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únicos herederos de ella, como si hubieran comprado quién sabe qué

derecho a usar esa palabra: república, los enemigos del proceso de

democratización en marcha en la Argentina. Como pudo haber dicho

cualquiera de los autores de esta larga y rica tradición (digamos, por

ejemplo: Mariano Moreno, o pensemos en el que se quiera), no somos

libres contra el Estado ni a pesar de él, sino en el Estado y gracias a él.

Lo cual tiene por supuesto consecuencias profundas sobre nuestro modo

de representarnos la –como suele decirse– «cuestión universitaria», a

la que querría referirme ahora en línea con lo que decía hace un momento

Carolina Scotto.

Empiezo por un asunto clásico, que es el de la autonomía,

tradicionalmente concebida como un impulso de autopreservación y

como una reivindicación de independencia frente al peligro de un Estado

que muchas veces se nos apareció, a los universitarios (y por cierto

que con todo tipo de razones), más como una amenaza que como otra

cosa. Repito que no debemos dejar de estar atentos al peligro que

pueden seguir representando ciertos dispositivos, impulsos o mecanismos

a través de los que tales o cuales oficinas del Estado pueden volverse

enemigos de la autonomía de las universidades, pero dicho esto quiero

decir también con mucha fuerza que el Estado no es el único lugar, y yo

estoy seguro de que hoy no es el más importante, de los muchos donde

estos mecanismos, impulsos o dispositivos operan contra esa autonomía.

Francamente: yo no veo ningún motivo para temer por la autonomía

universitaria cuando veo al estado diseñar, por ejemplo, políticas públicas

para estimular la investigación en tal o cual sentido, o para impulsar la

formación de tal o cual tipo de profesionales. En cambio, sí veo motivos

para temer por esa autonomía cuando paso frente a las puertas de las

facultades de medicina de nuestras universidades y veo congresos

organizados por la Parke Davis o por la Bayer o por alguna otra de

esas corporaciones improbablemente filantrópicas, que no son neutrales

en relación con lo que se enseña ni con cómo se lo enseña en nuestras

casas de estudio. Ahí sí que hay heteronomía, ahí sí que hay peligro.
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Y también hay peligro y pérdida de independencia y de libertad

cuando nos sometemos a los mecanismos y determinaciones de otro

tipo de corporaciones: no ya las que, desde fuera de la universidad,

pueden actuar sobre ella, sobre su funcionamiento o sobre sus propias

representaciones, sino las que organizan la propia vida de nosotros,

universitarios, en términos que también pueden y suelen ser fuertemente

heteronomizantes respecto de lo que debería ser un pensamiento

independiente y libre. Quiero decir: que esas corporaciones (por ejemplo:

la profesoral, con sus lógicas, sus rutinas, sus modos de sancionar los

prestigios y los merecimientos) organizan más que lo que solemos admitir

nuestros modos de pensar, nuestros modos de representarnos nuestra

tarea, nuestras obligaciones y nuestros derechos, nuestros modos de

escribir y de publicar, nuestro modo de usar la lengua castellana, a la

que, exactamente en virtud de las exigencias que nos impone nuestra

pertenencia a –y nuestra creencia en– esa corporación, solemos afear

con expresiones espantosas como «cfr.»., «op. cit.», «ibid», «pp.»...

Todo bien: nada que objetar. Pero que nadie que acepte la ignominia de

estas pleitesías (que todos aceptamos y practicamos diariamente) me

mire a los ojos y me diga lleno de ternura que las amenazas a la

autonomía universitaria, la libertad de pensamiento y la independencia

de criterio provienen de no sé qué oficina del Estado y no de nuestras

propias y disciplinadas testas.

La otra cuestión fundamental que ha cambiado en nuestros

modos de representarnos la universidad, su misión y sus desafíos, es la

circunstancia de que hoy por primera vez (y nunca se insistirá lo

suficiente en que se trata ésta de una transformación extraordinaria)

nos representamos (empezamos a representarnos) la universidad no

ya como un privilegio formativo de una pequeña élite, sino como un

derecho humano universal. Lo pongo en estos términos, que son los de

la Declaración Final de la Conferencia Regional de Educación Superior

del IESALC de 2008, para destacar la enorme ruptura que este modo

de pensar las cosas representa respecto de todas nuestras tradiciones.

De la universidad como fábrica de élites a la universidad como una
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agencia del Estado encargada de garantizar un derecho universal. Que

por supuesto (lo decían recién los colegas) no puede ser apenas el

derecho a tratar de entrar: debe ser el derecho a tratar de entrar y

entrar, a tratar de aprender y a aprender, a romperse el alma estudiando

y a recibirse y egresar con un título en un tiempo razonable. Todo lo

cual nos sitúa frente al desafío y a las obligaciones que nosotros (los

profesores, los dirigentes, los responsables de nuestras universidades)

tenemos en relación con la efectiva posibilidad de nuestros estudiantes

de hacer efectivos esos derechos que nosotros tenemos la obligación

de garantizarles.

Pero vamos por partes. Primero debemos preguntarnos qué

circunstancias hicieron posible que hoy nos representemos la educación

universitaria como un derecho universal. Me parece que, en la Argentina

(que es lo único a lo que me puedo referir acá) se trata de la

convergencia de dos causas. Una es el establecimiento, por una reciente

ley de la nación, de la obligatoriedad de la escuela secundaria. Esta

medida, importante en sí misma, lo es también en relación con los

cambios en nuestra representación de la universidad. En efecto, hasta

hace muy poco, la universidad era en la Argentina un último escalón de

un sistema formativo al que solo podía tener acceso el grupo, muy

minoritario, de quienes habían podido darse el lujo previo de cursar una

escuela secundaria que nadie los obligaba a terminar. Por supuesto,

que hoy todas las familias argentinas tengan la obligación legal de

mandar a sus chicos a la secundaria hasta terminarla no vuelve

automáticamente fácil el cumplimiento de esa obligación, y serán

necesarias muchas políticas públicas y pasará mucho tiempo para que

esta obligación sea efectiva. Pero en la medida que lo vaya siendo, y

en la que, consecuentemente, muchos más jóvenes empiecen a terminar

sus estudios secundarios y a egresar de sus escuelas, también van a

ser muchos más los que empiecen a percibir como un horizonte posible

para sus vidas la continuidad de sus estudios en la universidad. Solo

cuando la escuela secundaria se piensa como una obligación, la

universidad puede pensarse como un derecho.
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La otra causa de que podamos hoy pensar la universidad como

un derecho está asociada con la expansión del propio sistema. El colega

se refirió a esta expansión en el Brasil, un movimiento que es

comparable con el caso argentino, salvando las siempre apabullantes

diferencias de escala. En nuestro país, esa expansión se produjo en

tres grandes oleadas. Una primera tuvo lugar hace ahora `40 años, con

la creación de un conjunto de universidades, tanto en el conurbano

bonaerense como en el interior del país, entre fin de los ̀ 60 y comienzos

de los 70. Una segunda ocurrió en la primera mitad de los `90, y se

concentró más bien, aunque no exclusivamente, en el conurbano. Y

una tercera tuvo lugar en estos últimos diez años, cuando se completó,

con universidades de nuevo ubicadas en los lugares más diversos, un

crecimiento muy significativo de la cantidad de universidades del país.

Con una consecuencia importante, que es lo que me interesa subrayar:

que hoy es posible sostener, sin demasiada exageración, que no hay

ningún joven de 18 años, en ningún lugar del país, que no tenga una

universidad pública, gratuita y buena a más que un rato razonable de

viaje de su casa. Si a eso le sumamos que esos jóvenes empiezan a

terminar la escuela secundaria en números apreciablemente mayores

que 10 o 20 años atrás, se nos va configurando una situación en la que

muchos más chicas y muchachos empiezan a tocar la puerta de las

universidades con el propósito de ejercer allí lo que lentamente empiezan,

ellos también, a pensar como un derecho.

Y nosotros, en esas universidades a cuyas puertas estos jóvenes

empiezan a tocar, tenemos la obligación de pensar qué hacemos con

aquellos a los que recibimos, porque ahí (Carolina Scotto lo anticipaba,

y se trata de cosas sobre las que hemos charlado muchas veces, y que

a mí también me inquietan y me enojan) tenemos muchas cosas que

cambiar. Basta pensar en cómo aludimos, por ejemplo, a los muchachos

que no logramos que permanezcan en la universidad. Nunca había

escuchado la palabra en portugués: «evasores». En la Argentina decimos

«desertores». En cualquier caso son culpables, ¿no? Evasores o

desertores, la culpa es de ellos. Les hacemos la vida imposible, no
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logramos enseñarles, los humillamos, los expulsamos, y encima, cuando

ya no están, los llamamos evasores, desertores. Los culpamos. Los

culpamos de su huida, como antes los habíamos culpado de sus

«carencias»: «Llegan llenos de carencias», decimos. Qué horror. Llegan

llenos de carencias. O sea: el problema es de ellos. O mejor: el problema

es ellos. Es que estén ellos. Al fin y al cabo: ¿qué hacen ahí? ¿Por qué

están ahí? ¿Quién los dejó entrar? Dice el título de esta mesa: actores

y prácticas. Digámoslo: los actores universitarios, sus representaciones

tradicionales, las prácticas en que han (hemos) sido socializados y que

nos constituyen, no hacen fácil que se haga carne en la universidad la

idea de que los jóvenes que tocan a sus puertas son sujetos de un

derecho. De un derecho cuyo ejercicio efectivo y exitoso nosotros

tenemos que garantizarles.

Y entonces, como no sabemos cómo hacerlo, los insultamos.

Los culpamos. Los echamos. Y nos confortamos diciéndonos que no

hacerlo (que no echarlos: que no echarlos y decirles, mientras los

echamos, que los que se van son ellos, que son desertores, evasores)

sería atentar contra la «calidad», y repetimos como los loros que nos

encanta suponer que no somos la fantasiosa, ideológica y reaccionaria

contraposición entre «calidad» y «cantidad», entre «excelencia» y

«masividad». No hay tal cosa. O mejor: todo depende de qué

representación tengamos de los sujetos que van a la universidad. Si

pensamos que la universidad es un derecho universal, entonces no

podemos representarnos a una universidad que produce un pequeño

grupo de egresados excelentes como una universidad buena, porque la

que produce un pequeño número de egresados excelentes es,

simplemente, una mala universidad. Tenemos que lograr que las

universidades, a las que hoy masivamente concurren los jóvenes que

quieren ejercer en ellas un derecho produzcan muchos egresados

excelentes. Y eso es perfectamente posible si revisamos algunas

representaciones y algunas prácticas. Muchas de ellas, que se han

hecho carne en nuestros modos de pensar, de representarnos, de escribir

nuestro currículum vitae, de imaginarnos nuestros méritos, son hijas
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(mucho más de lo que querríamos reconocer) de un clima de ideas del

que no nos gusta reconocernos herederos: el que animó las prácticas y

la vida en nuestras universidades durante la última década del siglo

pasado.

En aquellos años, varias cosas ocurrieron en la universidad

argentina (varias cosas se hicieron con ella, a partir de las políticas

impulsadas para ella desde las oficinas del Estado), a partir de un par

de diagnósticos que –me gustaría decirlo– no estaban necesariamente

mal, pero que llevaron a resultados que sí fueron muy desafortunados.

Uno de ellos señalaba no sin razón que en la universidad argentina se

investigaba poco. Y era verdad: como decía Carolina Scotto, durante la

dictadura militar nadie había, por supuesto, investigado nada, y después

de ella el ingreso masivo de docenas de miles de estudiantes a todas las

universidades del país las obligó a ocuparse, casi exclusivamente, de

enseñar, con la comprensible consecuencia de que la investigación, en

la universidad, nunca recuperó aquella casi mítica potencia que había

tenido en los primeros ̀ 60, antes del ̀ 66. De modo que cuando a inicios

de los `90 se decía que había que enfatizar la investigación en la

universidad, no se decía algo que estuviera mal. De hecho, apareció en

aquellos años una expresión muy interesante y muy auspiciosa: la

expresión docente-investigador, con un guioncito intermedio. Era un

guioncito lleno de promesas porque, en efecto, como todos entendemos

perfectamente bien, nadie puede enseñar bien si no investiga sobre lo

que enseña, y nadie puede investigar bien si no confronta un par de

veces por semana las cosas que investiga con un auditorio de

estudiantes.

El problema es que, de la mano de un conjunto de políticas

públicas que sí yo considero particularmente infelices, se fue oponiendo,

y cada vez más, aquello que aquel guioncito parecía querer unir, y a

poco de andar el par docente-investigador se convirtió en el par

investigador-docente, y después de andar muy poco tiempo más ya se

lo fue representando como la contraposición, más que la asociación,

entre lo que se percibía como el lado bueno, alto, virtuoso de la actividad
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universitaria, y lo que casi se bajaba la voz para confesar que también

se era: docente. En esa tremenda distorsión tuvo un rol decisivo el muy

objetable programa de incentivos a la investigación, que hizo un daño

enorme a la representación que los investigadores docentes argentinos

tienen hasta hoy sobre su propia faena. Empezamos a considerar que

investigar (o a veces que saber llenar los formularios que dicen que

investigamos) era mucho más importante, en efecto, que enseñar, y

llegamos al extremo de que en las universidades públicas argentinas se

hablara –como se habla hoy, y es un escándalo– de la docencia como

una «carga». La «carga de docencia». «Esta universidad tiene mucha

carga de docencia». «Mi carga de docencia es de 6 horas». Que

podamos representarnos a la docencia como una carga es una de las

herencias más tremendas de los ̀ 90, y hasta que no logremos sacárnosla

de encima no estaremos preparados para cumplir la obligación que

tenemos de garantizar el derecho de nuestros estudiantes a aprender lo

que nosotros debemos enseñarles.

El otro diagnóstico al que me refería es el que sostenía (y de

nuevo: no era falso) que la universidad argentina tenía un escaso número

de profesores con títulos de posgrado. En efecto, en los años 90,

cualquiera que mirara la universidad argentina podía advertir que había

en ella muy pocos especialistas, muy pocos másters, muy pocos

doctores. Eso continúa siendo así. Ahora menos que antes: tenemos

más especialistas, más másters, más doctores, aunque todavía su número

no alcanzan la cifra de la felicidad que algunos papers identifican como

el porcentaje de especialistas, másters y doctores sobre la población

económicamente activa que exhiben los países más ricos de la Tierra,

que hay quienes suponen que son ricos porque tienen muchos doctores.

Yo creo, por el contrario, que no: sospecho más bien que tienen muchos

doctores porque son ricos, o en todo caso reclamo el derecho a que lo

contrario me sea demostrado. En todo caso: existe la suposición de que

es muy bueno para el país, que haya muchos especialistas, muchos

másters y muchos doctores, y yo no quiero ridiculizar esta pretensión

porque supongo que sí: que es algo, digamos, más o menos bueno.
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Como sea: sobre la base del supuesto de que es así, de que es bueno

para el país tener muchos especialistas, muchos másters y muchos

doctores, se diseñaron diversas políticas públicas, se empezó a premiar

la portación de esas certificaciones, se mandó montón de jóvenes al

exterior a traerlas de vuelta en sus valijas.

Y hoy, quiero decir, se lo sigue haciendo, y se lo hace, además,

en números mucho mayores todavía y con mucha más generosidad en

materia de presupuesto y de posibilidades. Lo cual, por cierto, está

generando una alta estimación de los estudios de posgrado y,

consecuentemente, de la docencia de posgrado, que además suele ser

un gran negocio. Que reclama muchos docentes que, para serlo, tienen

que tener su título de posgrado previamente. De ahí que hoy a cualquier

muchacho de 28 años con un título de máster le llueven las ofertas para

dar clases en maestrías que le pagan más que los cursos de grado, que

le dan más puntos para el curriculum vitae y que lo prestigian más, y

a cualquier muchacho de 32 años con título de doctor le llueven las

ofertas para dar clases de cursos de doctorado, y así siguiendo... Fuga,

entonces (y no me extiendo sobre este asunto: todos conocemos su

dimensión y su tragedia) de nuestros profesores más preparados, más

capacitados, del grado hacia el posgrado, que se suma a la otra fuga,

que ya comenté, de la docencia a la investigación. Doble succión, en

síntesis, hacia arriba y hacia afuera, de la tarea fundamental de la

enseñanza a los jóvenes que se acercan a nuestras instituciones a ejercer

en ellas el derecho a forjarse un destino universitario, tarea que queda

reservada, o bien a los profesores de menor calificación, o bien a aquellos

a los que –como se dice con el tipo de sonrisa benévola con la que se

reconoce a una persona buena pero limitada– «les gusta enseñar».

Pues bien: que esto sea así es un problema serio. No es posible

que naturalicemos esta organización de nuestra actividad universitaria,

estos modos de distribución de las tareas y de los prestigios. Y sobre

todo no es posible si queremos, en efecto, estar a la altura de la dificilísima

y fundamental tarea de garantizar a todos los estudiantes que hoy pueden

comenzar sus estudios de grado en nuestras instituciones. Eso que
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decimos (que decimos, pero que no creemos con mucha convicción)

que es un derecho que de veras los asiste. Tenemos que tener a nuestros

mejores profesores dándoles clase en los cursos de grado, lo cual es

mucho más difícil y requiere mucha más capacidad que dar clases en

los de posgrado. Esto lo sabe todo el mundo, aunque seguimos fingiendo

que no: es mucho más difícil dar una buena clase de historia social

general ante un aula de 200 estudiantes que dar un curso de

posdoctorado ante una aulita alfombrada para cinco colegas con los

mismos intereses con los que discutimos el último rulo del último libro

que leímos para la investigación que estamos realizando. Es mucho

más difícil, es mucho más importante, es mucho más meritorio y debería

estar mucho mejor pago. Digo esto último para insinuar un lado por el

que desplegar algunas líneas de política que permitan corregir las

distorsiones con las que estamos lidiando, por la probadamente eficaz

vía de operar sobre lo que cierto general argentino llamó una vez la

víscera más sensible del cuerpo humano.

Lo digo en serio, aunque aquí no puedo hacer más que

plantearlo de manera sumamente general. Miren: si queremos que

nuestros mejores profesores vuelvan a los primeros años, tomen (se

peleen por tomar) las materias más difíciles de dar y donde su

experiencia y su sabiduría son más necesarias, que son las del inicio de

nuestras carreras de grado, probemos pagarles más por dar clases ahí

que lo que les pagamos por dar clases en las maestrías o en los

doctorados o por haber publicado artículos con abstracts y key words

en revistas escritas en inglés o en chino mandarín y a cuyos lectores

todo esto que aquí estamos conversando los tiene sin cuidado. Hagamos

el experimento: paguémosles más, y les apuesto que vamos a tener un

desplazamiento en masa de apreciados colegas que van a redescubrir

su vocación docente, que van a comprender que dar clases en el primer

año es lo que siempre les gustó y quisieron hacer, y que gracias a eso

van a ayudarnos a hacer mucho mejor lo que hoy tenemos que hacer

mucho mejor: garantizarle a todos los jóvenes que se acercan a ella el

ejercicio efectivo y exitoso de un nuevo e importantísimo derecho que
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los asiste. Es un desafío formidable, y los tiempos no podrían ser más

propicios. Lo que he tratado de insinuar, inspirado en el título de esta

mesa («prácticas y actores»), es que si queremos estar a la altura de

este reto tenemos que reconocer mejor a los actores que somos y

pensar cuáles son los imaginarios que inspiran, todavía hoy, aunque no

lo confesemos en voz alta, nuestras prácticas. Muchas gracias.


